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APELAN COSTAS - MANTIENEN CUESTIÓN FEDERAL 

 

SEÑOR JUEZ:  

 

RODOLFO GASTÓN AGUIRRE, abogado (Tº 76 - Fº 303 CPACF) con 

domicilio electrónico en 20224813997 y MATIAS BLANCO, abogado (T° 127 F° 

661 CPACF) con domicilio electrónico en 20344544078; en representación 

conjunta de la parte demandada Estado Nacional (Jefatura de Gabinete de 

Ministros - Dirección General de Asuntos Jurídicos - Dirección de Asuntos 

Contenciosos), con domicilio procesal en Avda. Julio A. Roca 782, 7° piso de la 

CABA (Zona de notificación 53), en los autos caratulados “ANDRADE, ELIANA 

Y OTRO C/ EN - JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACION - 

DECAD 2020/431 - LEY 25326 S/AMPARO LEY 16.986” (Expte. N° CAF 

018198/2023), a V.S. respetuosamente decimos: 

- I - 

OBJETO 

Que, en legal tiempo y debida forma, venimos por el presente a interponer 

recurso de apelación contra la resolución del pasado 08 de noviembre de 2023, 

notificada electrónicamente en idéntica fecha, respecto al modo en que se 

distribuyeron las costas. 

- II - 

APELA 
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La presente apelación deriva de la sentencia notificada con fecha 08 de 

noviembre de 2023, mediante la cual – si bien se rechazó la acción impetrada 

por la actora - se distribuyeron las costas “por su orden”; lo cual agravia 

irreparablemente a mi mandante, y a mérito de la cual se realiza la presente 

apelación conforme las consideraciones que seguidamente se expondrán. 

Preliminarmente, se impone resaltar que la Sra. Jueza de grado ha 

realizado una prolífica labor, analizando los elementos obrantes en la causa y 

decidiendo – haciendo suyos los vastos argumentos del Ministerio Público -, la 

improcedencia de la acción impetrada por la actora y, en consecuencia, su 

rechazo. 

Sin perjuicio de ello, a nuestro modo de ver, el sentenciante ha incurrido 

en un error al distribuir las costas por su orden, en tanto dicho temperamento se 

aparta, sin ningún tipo de justificación, de la regla general del principio objetivo 

de la derrota, consagrado en el primer párrafo del art. 68 del CPCCN y el artículo 

14 de la Ley N° 16.986, a mérito de los cuales las costas deben imponerse al 

vencido, en el caso, a la parte actora.  

Es que la condena en costas tiene por objeto resarcir los gastos en que la 

conducta de una de las partes, - en este caso la improcedente interposición de 

la vía amparista - obligó a incurrir a mi mandante en un dispendio jurisdiccional. 

De allí, pues, que el apartamiento al principio general de costas a la vencida 

revista carácter excepcional; es que se debe impedir, en lo posible, que la 

necesidad de servirse de un proceso a todas luces inconducente se convierta en 

un daño para quien se ve constreñido a defenderse en juicio y generando un 
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dispendio innecesario de recursos – tanto al Estado Nacional, y al Poder Judicial 

de la Nación -. 

Como tiene dicho la doctrina, “…Lo que cuenta es el hecho objetivo del 

vencimiento: (…) aquel que queda vencido demuestra con ello precisamente 

haber actuado sin razón, por haber propuesto una demanda infundada o bien 

por haber resistido una demanda que, en cambio, era fundada”. (CPCCN, 

anotado, concordado y comentado por Enrique Falcón, Tomo I, art. 68).  

El criterio antes expuesto también es compartido por la jurisprudencia, que 

en forma pacífica tiene dicho sobre el tema: 

“El principio general sustentado por el código procesal es que el litigante 

vencido debe pagar todos los gastos de la parte contraria, aunque ésta no lo 

hubiere solicitado” (CNCiv. y Com. Fed., Sala III, 17/3/1994, LA LEY, 1994-c, 573; 

CN Trab, Sala I, 20/1171987, DT, 1988-A, 381; CNCiv y Com. Fed., Sala II 

2/12/1997, LA LEY, 1999-E, 794; CNCom., Sala A, 19/5/1999, LA LEY, 2000-B, 

556; CNCiv., Sala B, 29/2/2000, la ley, 2001-A, 671).  

“Conforme al art. 68 del Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación, el 

principio general es la imposición de costas al vencido y sólo puede eximirse de 

esa responsabilidad -si hay mérito para ello- mediante el pronunciamiento 

expreso acerca de dicho mérito, bajo pena de nulidad” (del voto de los doctores 

Highton de Nolasco y Maqueda) (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 

20/12/2005, Las Varillas Gas S.A. c. Secretaría de Energía, LA LEY 2006-B, 540, 

con nota de Portes - LA LEY 2006-B, 231 - DJ 08/03/2006, 603)  

V.S. no puede obviar considerar que mi mandante se ha visto obligado a 

dilapidar recursos del erario público en pos de ejercer la defensa del interés 
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público ante un accionar imprudente de la contraria, atento carácter abiertamente 

improcedente de la vía elegida para dar lugar a la presente litis. 

De tal suerte, exonerar a la contraria del pago de las costas del juicio en 

que ha sido vencida, y cuya realización tiene directa y exclusiva vinculación con 

la elección actoral de interposición de una acción que – a todas luces – resultaba 

improcedente; resulta una decisión ciertamente cuestionable, máxime cuando 

existe un expreso reconocimiento del a quo respecto de dicha improcedencia 

manifiesta. 

Si bien es cierto que el ordenamiento procesal faculta a los Jueces a 

eximir total o parcialmente de las costas al litigante vencido – artículo 68, 2° 

párrafo del CPCCN, no es menos cierto que el ejercicio de esta atribución debe 

estar adecuadamente fundado en el respectivo pronunciamiento, bajo pena de 

nulidad -, circunstancia que la Sra. Jueza omite en su pronunciamiento. 

En la resolución en crisis no se observa esta fundamentación, ni se 

expone alguna razón concreta que justifique apartarse del principio rector en la 

materia (art. 68 CPCCN, 1° párrafo; y artículo 14 Ley N° 16.986). 

Asimismo, cabe destacar que excepcionalmente - y para apartarse del 

principio general -, la jurisprudencia acude a la fundamentación por medio de la 

cual “la cuestión controvertida es compleja y existen diversidad de criterios 

jurisprudenciales en la materia, pues ello pudo, razonablemente, crear en el 

vencido la convicción de que tenía razón fundada para litigar1”; circunstancias 

que resultan completamente alejadas de lo acontecido en autos atento – 

                                                             
1 Conf. CNCiv. Sala A, 5/9/2003, DJ, 2003-3-542; citado en CNCiv. Sala C, «H. J. E. C/ F. M. Y OTROS S/ 
DAÑOS Y PERJUICIOS»; 7/6/2012; Cita: MJ-JU-M-74969-AR, MJJ74969. 
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especialmente por la improcedencia de la vía impetrada por la actora – no resultó 

posible un debate amplio respecto a las cuestiones ventiladas. 

De tal suerte, resulta una auténtica injusticia que mi mandante, quién 

siempre actuó conforme a derecho según reconoce el dictamen del Fiscal al cual 

la sentenciante remite, deba afrontar gastos derivados de un juicio que no 

originó, sin que el a quo haya esgrimido, siquiera sucintamente, las razones que 

justificarían el apartamiento del principio general.  

Respecto de dicho obrar de mi mandante, puntualmente, el dictamen del 

Fiscal esgrime: “Es por ello que tampoco desde esa óptica, podría atribuirse al 

organismo demandado el haber incurrido en una actuación que en forma actual 

o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o 

una ley, que habilite esta vía excepcional, en tanto la cuestión encuentra 

adecuado fundamento legal, lo cual se suma la circunstancia de que dichas 

bases de datos han sido eliminadas, quedando sólo de ello información 

estadística anónima” (página 19 del Dictamen de Fs. 290/310). 

En el caso específico de autos no hay razón alguna, ni de hecho ni de 

derecho, que autorice a distribuir las costas por su orden; en este sentido debe 

ser la parte actora, - quién interpuso la acción y dio lugar a la presente Litis 

mediante la elección de una vía excepcionalísima que, bajo ninguna óptica, 

resultaba la vía adecuada, y cuya demanda fue objeto de rechazo -, la que 

soporte la totalidad de los gastos del proceso.  

Por otro lado, reconocer las costas por su orden cuando se decidió que la 

vía por la cual accionó la actora resultaba improcedente, fomenta la interposición 



6 
 

de acciones como la presente mediante la utilización negligente y abusiva de la 

vía expeditiva, pudiendo generar un dispendio jurisdiccional a todas luces 

evitable. 

En atención a lo expuesto, se solicita se modifique este aspecto del 

pronunciamiento, imponiéndose, por tanto, las costas a la parte actora. 

- III – 

MANTIENE CUESTIÓN FEDERAL 

Para el hipotético supuesto que V.S. no hiciere lugar al planteo aquí 

efectuado, mantenemos la cuestión federal, y hacemos expresa reserva de 

ocurrir oportunamente ante la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 

conforme lo previsto por el art. 14 de la Ley Nº 48, por cuanto la materia tratada 

en autos pone en juego el derecho de defensa de mi mandante (art. 18 CN).  

- IV – 

PETITORIO 

Por todo lo expuesto, solicitamos de V.S.:  

1. Tenga por interpuesto en legal tiempo y forma el recurso de apelación 

contra la resolución de fecha 08 de noviembre de 2023, en lo que respecta a la 

imposición de las costas.  

2. Se tenga por mantenida la Cuestión Federal. 

3. Se revoque la sentencia recurrida en lo que fuera materia de agravio. 

Proveer de Conformidad, que 

SERÁ JUSTICIA.- 
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